
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / DEBE ACUDIRSE AL JUEZ QUE TRAMITA EL PROCESO ANTES DE INICIAR LA ACCIÓN CONSTITUCIONAL.
… como aquí se pone en entredicho la actuación desplegada por la funcionaria encausada dentro de un proceso judicial, se hace necesario recordar que, reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra las decisiones de los jueces, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. (…)
De frente a ese derrotero, y al echar un vistazo a lo sucedido en el trámite del divisorio, fácil se descubre la improcedencia de las demandas, que no superan el umbral de la subsidiaridad. 

Y así es, porque si bien es cierto que el 9 de octubre del 2019 se llevó a cabo una Asamblea General Extraordinaria de copropietarios… también lo es, que ellos no han elevado las quejas que aquí blanden ante el juzgado encausado; esa circunstancia se hace evidente al explorar minuciosamente cada uno de los folios del divisorio, luego de que se llevó a cabo el remate al que se hace referencia en las demandas, del 4 de septiembre del 2019… 

Dicho de otro modo, a la funcionaria que conoce de la causa, no se le ha dado la posibilidad de emitir algún pronunciamiento relacionado con las presuntas irregularidades que sucedieron en la aludida asamblea; ni tampoco ha tenido ocasión de referirse a la inconformidad que a los dos accionantes les genera el hecho de que la administración de la copropiedad esté en cabeza de Inversiones Médicas de Risaralda S.A.S.; y eso no ha sucedido, simplemente, porque ninguno de los dos ha radicado algún escrito en ese proceso, exigiendo del juzgado lo que aquí pretenden que se le imponga.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, enero veintisiete del dos mil veinte    
Expediente: 
66001-22-13-000-2020-00001-00

          66001-22-13-000-2020-00006-00


Acta N° 15 del 27 de enero del 2020     
Decide la Sala las acciones de tutela de la referencia, promovidas por Lina María Grisales Betancourt y William Alberto Arciniegas Quiroga contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculadas las siguientes personas:

	1. ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS PROTECCIÓN S.A.

2. LINDE COLOMBIA S.A. Antes AGA FANO FABRICA NACIONAL DE OXÍGENOS S.A.

3. AMPARO VALLEJO DE RAMÍREZ Y CIA S.C.A

4. ASESORÍAS INTEGRALES DE SALUD LTDA

5. BANCOLOMBIA S.A.

6. BBVA HORIZONTE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.

7. CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR RISARALDA –COMFAMILIAR-.

8. CENTRO DE ALTA TECNOLOGÍA DIAGNÓSTICA DEL EJE CAFETERO S.A. CEDICAF S.A.

9. CLINRISARALDA S.A.S.

10. COMPAÑÍA COLOMBIANA ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIÓN Y CESANTÍAS COLFONDOS S.A.

11. CRUZ ROJA COLOMBIANA SECCIONAL QUINDÍO.

12. CENTRAL DE INVERSIONES S.A. CISA

13. DISCLÍNICA S.A.

14. DISPAPELES S.A.

15. EMPRESA DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE PEREIRA S.A. E.S.P.

16. EMPRESA DE ENERGÍA DE PEREIRA S.A E.S.P

17. EMPRESA KARIBE S.A.

18. EMPRESA PROMOTORA DE SALUD SERVICIO OCCIDENTAL DE SALUD S.A.

19. ING ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS S.A.

20. INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR ICBF REGIONAL RISARALDA.

21. PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES DEL INSTITUTO DE LOS SEGUROS SOCIALES “PARISS”.

22. INVERSIONES MÉDICAS DEL RISARALDA S.A.S

23. MUNICIPIO DE PEREIRA

24. PALOMINO HERMANAS Y CIA EN CS

25. SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA

26. SOCIEDAD ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES Y CESANTÍAS PORVENIR S.A.

27. SOCIEDAD HEMOCENTRO DEL CAFÉ Y TOLIMA GRANDE S.A.

28. SUMINISTROS HOSPITALARIOS DEL EJE CAFETERO LTDA

29. UNE EPM TELECOMUNICACIONES S.A.

30. ISNARDO ARDILA OTERO

31. FRANCISCO ARIAS SALAZAR

32. LUIS EDUARDO BARONA FONG

33. ANA MARGARITA BURITICÁ TORO

34. YENNY LEANDRA CARDONA MUÑOZ

35. PAULA ELIANA CASTRO QUINTERO

36. MARÍA LORENZA CHICA SÁNCHEZ

37. CATALINA DUNOYER MEJÍA HEREDERA DETERMINADA Y HEREDEROS INDETERMINADOS DE HUMBERTO DUNOYER EMILIANI

38. MICHELE IVETTE DUNOYER MEJIA

39. NÉSTOR ECHEVERRY ZULUAGA

40. CARLOS HERNÁN FERNÁNDEZ CORDOBÉS

41. CECILIA GALLEGO ARBOLEDA

42. ELVIA GALLEGO ARBOLEDA

43. GUILLERMO GALLEGO ARBOLEDA

44. JAVIER DARÍO GALLEGO ARBOLEDA

45. JOSÉ FABIO GALLEGO ARBOLEDA

46. OFELIA GALLEGO ARBOLEDA

	47. MARÍA ISABEL GARCÍA GRISALES

48. FABIO DE JESÚS GIRALDO 

49. CARLOS ALBERTO GÓMEZ DÍAZ

50. ÁLVARO GÓMEZ IZA

51. BENJAMÍN HERRERA HERRERA

52. CRISTIAN ANDRÉS HERRERA SÁNCHEZ

53. CAROLINA Y FELIPE ORMAZA GIRALDO HEREDEROS DETERMINADOS Y LOS INDETERMINADOS DE ADOLFO HORMAZA HÍNESTROSA o ADOLFO ORMAZA HINESTROSA

54. LUZ MERY JIMÉNEZ MURCIA

55. JESSICA ALEJANDRA LEDESMA CAÑAS

56. ESTHER JULIA LEÓN DAZA

57. MARÍA ISABEL LINARES BELTRÁN

58. SEBASTIÁN LOAIZA RESTREPO

59. YUDI YULIETH LÓPEZ MARÍN

60. NORMA LUCÍA MARULANDA TABARES

61. RAFAEL ELADIO MEDINA ORTIZ

62. DORA INÉS MEDINA ORTIZ

63. HEREDEROS INDETERMINADOS DE RICARDO MEJÍA ISAZA

64. LUCY MEJÍA LEMUS

65. ÓSCAR MUÑOZ PÉREZ

66. HERNÁN OCAMPO DUQUE

67. ALBERTO ORDUZ SUAREZ

68. LUISA FERNANDA OSORIO BEDOYA HEREDERA DETERMINADA Y HEREDEROS INDETERMINADOS DE JORGE LUIS OSORIO CARDONA.

69. PABLO ENRIQUE OSPINA RODRÍGUEZ

70. ELKIN ALBERTO PATIÑO PINZÓN

71. MIGUEL PERALTA CASTRO

72. CELINA SALAZAR DE PÉREZ en calidad de cónyuge sobreviviente y sus hijos JUAN CARLOS, IVÁN MAURICIO y DAVID FELIPE PÉREZ SALAZAR.

73. MARÍA DEL MAR PIAZUELO GONZÁLEZ

74. JORGE HERNÁN RAMÍREZ TOBÓN

75. MILCIADES RAMÍREZ RIVERA

76. CARLOS ANDRÉS SALINAS GIRALDO

77. ANA MARÍA SÁNCHEZ CASILIMAS

78. CAROLINA SÁNCHEZ CASILIMAS

79. EHUMIR TÉLLEZ MARTÍNEZ

80. HEREDEROS INDETERMINADOS de EMMANUEL DE JESÚS TIRADO PLATA

81. ANDRÉS TIRADO CHUJFI

82. BEATRIZ ELENA TIRADO OCHOA

83. JUAN MANUEL TIRADO DUQUE

84. JULIÁN TIRADO CHUJFI

85. MARITZA TIRADO DUQUE

86. YOLANDA URIBE PINEDA

87. JAIME VALLEJO GONZÁLEZ

88. FABIO VALLEJO ÁNGEL

89. WILLIAM JAVIER VIDAL VÉLEZ

90. FERNANDO JOSÉ VILLABONA GARCÍA

91. ARMANDO ALFREDO YARURO ASTUDILLO

92. JORGE HUMBERTO ZAPATA ARANGO

93. DIANA MARÍA MUÑOZ PÉREZ

94. WILLIAM FRANCO CASTAÑEDA

95. JORGE ARLEY OCAMPO NIETO

96. RAMIRO ROMERO HENAO

97. LINA CLEMENCIA ESCOBAR ROMERO

98. CÉSAR AUGUSTO RUIZ ALZATE

99. HERNÁN DE JESÚS LOAIZA ACEVEDO

100. PREVISIÓN LTDA.


ANTECEDENTES

Lina María Grisales Betancourt y William Alberto Arciniegas Quiroga, quienes actúan en su propio nombre, presentaron estas acciones de tutela contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, en las que aducen la violación de su derecho fundamental al debido proceso, presuntamente conculcado por la autoridad encartada.
Expusieron, al unísono, que el 4 de septiembre del 2019, dentro del proceso divisorio con radicado 66001-31-03-001-2014-00035-00, se produjo un remate de varios de los inmuebles que hacen parte de la comunidad, los cuales fueron entregados por el secuestre a los adjudicatarios, en el transcurso del mes de septiembre de ese mismo año. 

Sin embargo, 35 días después del remate, exactamente el 9 de octubre siguiente, se llevó a cabo una asamblea extraordinaria de la Unidad Inmobiliaria Cerrada –UIC Clínica Risaralda P.H.-, en la cual se les impidió participar, a pesar de que el administrador de la copropiedad, Yeison Andrés Ciro Calderón, conocía lo sucedido en el remate.
El porcentaje que ellos habían rematado, que ascendía al 28%, fue representado por Inversiones Médicas de Risaralda S.A.S., tal como consta en el acta de la asamblea, la cual es una empresa a la que el juzgado le dio el poder de administración en el divisorio, lo que a su juicio, se aparta de la normatividad que regula lo que atañe con un bien secuestrado, porque esa función la tendría que desempeñar el secuestre, quien debe rendirle cuentas al despacho. 

Inversiones Médicas de Risaralda S.A.S., haciendo uso de ese porcentaje adicional que no le correspondía, se adueñó de la mayoría de la representación de los copropietarios, es decir el 60%, con lo cual decidió para su beneficio propio. No conciben los demandantes que el juzgado acepte otro administrador diferente al secuestre, máxime cuando la sociedad que ahora funge como tal, pertenece al proindiviso.
Sugieren que el despacho, procediendo así, incurrió en una vía de hecho, porque se apartó de la regulación del remate, en el entendido de que no les ha permitido a los adjudicatarios, quienes cumplieron con la obligación legal de consignar el valor el saldo restante de lo adjudicado, ejercer sus derechos como nuevos propietarios de los inmuebles que adquirieron en la almoneda.     
 En una de las demandas se adujo que: “Se puede presuntamente estar presentando la situación de fraude a resolución judicial y violación al debido proceso a los adjudicatarios del remate con el consiguiente perjuicio a nosotros como copropietarios al tener representación que no les corresponde a Inversiones Médicas de Risaralda sas” (sic) (f. 5).

Solicitaron, en consecuencia, que se ordene al despacho suspender “la administración y representación del juzgado a través de la empresa jurídica de particulares inversiones médicas del Risaralda sas (…) y entregue los derechos en su totalidad a los adjudicatarios del remate para que pued[a]n ejercer representación en asambleas y cualquier otra actividad relacionada con el inmueble” (sic). También que se disponga lo necesario para que el único representante del juzgado sea el secuestre designado en lo que respecta a los inmuebles que aún faltan por rematar en un porcentaje correspondiente al 32%.
Mediante auto del 14 de enero del 2020, se dio trámite a la demanda contra el Juzgado encartado, allí se ordenó la vinculación de todos los intervinientes en el proceso divisorio, a quienes se les corrió traslado para que comparecieran al trámite si así lo estimaban pertinente.

El representante legal de la Unidad Inmobiliaria Cerrada Clínica Risaralda PH (tal como se acredita en la resolución No. 9986 del 2018 -f. 70- ), argumentó que en la copropiedad se llevó a cabo una asamblea extraordinaria, con el quórum suficiente para deliberar de conformidad con los estatutos del proindiviso; que si los tutelantes consideran que allí se les vulneraron sus derechos, debieron impugnar las decisiones de la asamblea, tal y como lo prevé la Ley 675 del 2001.    
También señaló que “(…) Las pretensiones de los dos accionantes de tutela no deberán despacharse favorablemente, porque el JUZGADO PRIMERO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA nunca ha estado en Asambleas ordinarias o extraordinarias, no conoce el manejo de la Junta y mucho menos ha permitido que la sociedad INVERSIONES MÉDICAS DE RISARALDA, ejerza funciones de secuestro del proceso divisorio”. (f. 68)
El Patrimonio Autónomo de Remanentes del Instituto de Seguros Sociales en liquidación –PARISS-, por conducto de apoderado judicial (tal como se acredita en el poder y el certificado de existencia y representación legal –disco compacto visible a folio 92), manifestó que “(…) en el proceso divisorio objeto de disenso de la acción constitucional, NO se presenta violación alguna al debido proceso respecto del PARISS en Liquidación, al considerar que se han surtido en el trámite procesal las debidas etapas, sin que la acción de tutela sea un mecanismo que supla las cargas que le corresponden a cada parte”. En tal virtud, se solicitó la desvinculación de esa entidad.  (f. 79)
Comfamiliar Risaralda, mediante su representante legal para asuntos judiciales (de lo cual da fe la certificación visible a folio 85), respecto de la asamblea a la que se hace referencia en la tutela, dijo que “(…) la institución no asistió a la misma y desconocemos el procedimiento que allí se utilizó para su desarrollo”; se atuvo a lo resuelto en el caso. (f. 84).
Protección S.A., por medio de su representante legal judicial (según se ve en el certificado de existencia y representación legal que reposa a folio 98), informó que los derechos derivados de la propiedad de los bienes en litigio dentro del proceso divisorio de marras, ya no se encuentran en cabeza de esa entidad; por tal motivo, estimó que la acción de tutela, en lo que a esa entidad respecta, no está llamada a prosperar. (f. 95).
La Directora encargada de la regional Risaralda del ICBF (calidad que se demuestra en el acta de posesión obrante a folio 103), dijo estar de acuerdo con los accionantes, en el sentido de que, con la adjudicación efectuada en pública subasta, se entiende que el juzgado, traslada todos y cada uno de los derechos a los nuevos propietarios de los inmuebles rematados. No se opuso a las pretensiones. (f. 101).
La titular del Juzgado accionado, manifestó que las decisiones tomadas han seguido los lineamientos normativos correspondientes al proceso divisorio. Apuntó que la calidad de administradora que ostenta la sociedad Inversiones Médicas de Risaralda S.A.S., sobre la copropiedad, no fue una decisión suya, que tal designación fue aceptada en la junta general de comuneros del inmueble Clínica Risaralda, según el acta No.1 del 22 de marzo del 2013, la cual fue allegada al despacho. Que el último remate que se produjo en ese negocio, así como su aprobación, sucedieron al tenor de los requisitos legales previstos para el efecto “ordenando la expedición de copias a cargo de los adjudicatarios, y expidiéndose los oficios a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos de la ciudad para el levantamiento de las medidas cautelares vigentes y la entrega efectiva de los bienes rematados, entre ellos los adquiridos por los ahora accionantes”. Y que las situaciones denunciadas por los tutelantes que hacen referencia a las asambleas efectuadas en la copropiedad no son del resorte del trámite divisorio que en esa sede se adelanta. (f. 108)
El representante legal de Inversiones Médicas de Risaralda (lo cual se comprueba al mirar la certificación que está en el folio 112 y siguientes), escribió que si bien al parecer es cierto que los accionantes son adjudicatarios de algunos de los inmuebles subastados en el proceso divisorio, también lo es, que esa sola circunstancia no los hace propietarios, pues la propiedad de los inmuebles se adquiere una vez se cumpla con la inscripción del acto traslativo de dominio en el registro de instrumentos públicos, lo cual no ha sucedido, tal como lo reconocen los accionantes en sus demandas. 
Que si bien los demandantes afirman que las funciones del secuestre cesaron, eso no le consta porque de ello no hay prueba en el expediente. Así como tampoco hay prueba de que se les hubiera negado la participación en la asamblea realizada el 9 de octubre del 2019. Que es falso que el juzgado le hubiera dado poder a la sociedad que él representa para administrar los inmuebles en litigio; distinto a eso, lo cierto fue que dicha designación la realizó la “Junta General de Comuneros del Inmueble Clínica Risaralda”, es decir fueron los mismos propietarios quienes tomaron esa decisión. Que no se presenta una usurpación de los derechos de los accionantes en las asambleas, simplemente ellos todavía no han adquirido la propiedad de los inmuebles, pues por el momento solo son adjudicatarios.
Reprochó la presunta mala fe de los demandantes, en el sentido de que presentaron dos acciones de tutela prácticamente iguales, lo cual en su entender denota la intención de propiciar dos pronunciamientos distintos, de dos magistrados diferentes, sobre el mismo tema.  

Argumentó también, que de conformidad con la Ley 95 de 1890, los comuneros tienen la facultad de designar un administrador, así como el alcance de sus responsabilidades, lo cual fue lo que sucedió en este caso en una reunión de la junta general de comuneros que se realizó el 22 de marzo del 2013; de ahí, que fueron los mismos copropietarios, y no el juzgado, quienes le otorgaron tal calidad a Inversiones Médicas de Risaralda S.A.S. Que los accionantes confunden las figuras de secuestre y administrador, así como las de adjudicatarios y propietarios. Finalmente esgrimió que las demandas son improcedentes en el sentido de que los accionantes tenían otras herramientas para acceder a sus pretensiones; por ejemplo, recurrir el acta que se levantó en la asamblea de copropietarios. Por todo solicitó que se declaren improcedentes las acciones de tutela. (f. 109)
El Director del SENA regional Risaralda (lo cual se prueba con los actos administrativos que reposan a folios 121 y 122), coadyuvó las pretensiones de la demanda “en el entendido de que el Tribunal Superior del Distrito de Pereira pueda determinar si existió violación de derechos fundamentales de los accionantes y que en alguna medida puedan afectar los derechos de los demás interesados”. (f. 119).
Armando Yaruro Astudillo, dijo que desconoce los hechos narrados en la demanda, pues, la entidad liquidadora de la Clínica Risaralda P.H., actúa mediante una junta a la cual no pertenece. (f. 123)
La Central de Inversiones S.A. –CISA-, por medio de su apoderada general (calidad que se acredita en el certificado de existencia y representación legal digitalizado en el disco compacto a folio 182v), solicitó su desvinculación, comoquiera que no es la llamada a responder por los perjuicios que aluden los accionantes (f. 180).
Las sociedades Previsión Ltda., Provenir S.A. y Clinrisaralda S.A.S. allegaron sendas contestaciones, de cuyo estudio está relevada la Sala en consideración a que no se acreditó la representación legal de quienes las suscriben. 
CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

En el caso que hoy ocupa la atención de la Sala, están William Alberto Arciniegas Quiroga y Lina María Grisales Betancourt, demandando al Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira, autoridad de la cual hacen derivar la vulneración a sus prerrogativas fundamentales, en consideración a que, presuntamente, dentro del proceso divisorio del que se viene hablando, con la aquiescencia del despacho, se les impidió intervenir en una asamblea de copropietarios a pesar de que son adjudicatarios de algunos inmuebles de la copropiedad; y además el juzgado ha permitido que la administración del proindiviso la ostente uno de los comuneros quien obra para su beneficio propio, y no el secuestre, como a su juicio, debe suceder.
Pues bien, como aquí se pone en entredicho la actuación desplegada por la funcionaria encausada dentro de un proceso judicial, se hace necesario recordar que, reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra las decisiones de los jueces
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en las sentencias SU-222 de 2016, SU573 de 2017 y SU004 de 2018, reiteradas en las sentencias T-004-19, T-042-19, T-049-19 y T-075-19, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a (i) que el asunto sometido a estudio del juez de tutela tenga relevancia constitucional; (ii) que el actor haya agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios antes de acudir al juez de tutela; (iii) que la petición cumpla con el requisito de inmediatez, de acuerdo con criterios de razonabilidad y proporcionalidad; (iv) que, en caso de tratarse de una irregularidad procesal, ésta tenga incidencia directa en la decisión que presuntamente amenaza o desconoce derechos fundamentales; (v) que el actor identifique, de forma razonable, los hechos que generan la violación y que la haya alegada en el proceso judicial respectivo, si ello era posible; (vi) que el fallo impugnado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn82" \o ""  o fáctico; (iv) error inducido; (v) decisión sin motivación; (vi) desconocimiento del precedente constitucional; HYPERLINK "http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2016/SU222-16.htm" \l "_ftn86" \o ""  y (vii) violación directa a la constitución.





De frente a ese derrotero, y al echar un vistazo a lo sucedido en el trámite del divisorio, fácil se descubre la improcedencia de las demandas, que no superan el umbral de la subsidiaridad. 




Y así es, porque si bien es cierto que el 9 de octubre del 2019 se llevó a cabo una Asamblea General Extraordinaria de copropietarios, a la cual, según puede verse en el listado de asistentes, no acudieron los accionantes (f. 8 a 11), también lo es, que ellos no han elevado las quejas que aquí blanden ante el juzgado encausado; esa circunstancia se hace evidente al explorar minuciosamente cada uno de los folios del divisorio, luego de que se llevó a cabo el remate al que se hace referencia en las demandas, del 4 de septiembre del 2019 (p. 182, CD, f. 194). 




Dicho de otro modo, a la funcionaria que conoce de la causa, no se le ha dado la posibilidad de emitir algún pronunciamiento relacionado con las presuntas irregularidades que sucedieron en la aludida asamblea; ni tampoco ha tenido ocasión de referirse a la inconformidad que a los dos accionantes les genera el hecho de que la administración de la copropiedad esté en cabeza de Inversiones Médicas de Risaralda S.A.S.; y eso no ha sucedido, simplemente, porque ninguno de los dos ha radicado algún escrito en ese proceso, exigiendo del juzgado lo que aquí pretenden que se le imponga.




En suma, los demandantes para obtener lo que buscan, antes de agotar los mecanismos pertinentes en el juicio ordinario, eligieron acudir anticipadamente a estas acciones de tutela, sin tener en cuenta el carácter residual y subsidiario que reviste este tipo de demandas, que de conformidad con el numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991, no pueden abrirse paso “Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”.

Sobran adicionales consideraciones para declarar improcedentes los amparos impetrados y absolver a todos quienes fueron convocados. Máxime cuando ni siquiera se insinuó la posible ocurrencia de un perjuicio irremediable, ni alguna situación que tenga que ser contenida con urgencia, por medio es esta extraordinaria acción. 




DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTES los amparos impetrados por Lina María Grisales Betancourt y William Alberto Arciniegas Quiroga contra el Juzgado Primero Civil del Circuito de Pereira









Se absuelve a los demás involucrados.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
Sin más trámite archívese el expediente, una vez se produzca su regreso.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS


      DUBERNEY GRISALES HERRERA






      Ausencia justificada
� Sentencia C-543-92
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